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“LXIV LEGISLATURA DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO” 

 
 
DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y DE ASUNTOS DE 
FAMILIA RELATIVO A DOS INICIATIVAS PARA REFORMAR Y ADICIONAR 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROTECCIÓN DE ADULTOS 
MAYORES PARA EL ESTADO DE CAMPECHE. 
 
HONORABLE ASAMBLEA: 
 
A la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia le fue turnada la 
documentación que integran los expedientes legislativos INI/301/LXIV/04/23 y su 
acumulado INI/340/LXIV/06/23 relativo a dos iniciativas la primera, para adicionar 
las fracciones VII, VIII y IX al artículo 4 de la Ley de Protección de Adultos Mayores 
para el Estado de Campeche, promovida por la diputada Genoveva Morales 
Fuentes del grupo parlamentario del Partido MORENA y, la segunda, para reformar 
el artículo 4 de la Ley de Protección de Adultos Mayores para el Estado de 
Campeche, promovida por las diputadas Teresa Farías Gonzáles, Hipsi Marisol 
Estrella Guillermo y Mónica Fernández Montúfar y los diputados Jesús Humberto 
Aguilar Díaz y Paul Alfredo Arce Ontiveros del grupo parlamentario del Partido 
Movimiento Ciudadano, respectivamente. 
 
Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 31, 32 y 34 de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, este Órgano Colegiado emite el 
presente dictamen para que sea puesto a consideración del Pleno, de conformidad 
con la siguiente 
 

METODOLOGÍA 
 

Atendiendo a lo ordenado por el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado, en lo que respecta a la obligación de redactar dictámenes claros y 
sencillos, sin dejar de observar los motivos, fundamentos jurídicos, así como la 
forma en que deben estar estructurados los dictámenes, es que por cuestión de 
orden del documento, se propone una metodología dividida en las fases siguientes: 
 

Expedientes N°: INI/301/LXIV/04/23 y su 
acumulado INI/340/LXIV/06/23. 
 
Asunto: Iniciativas para reformar y adicionar 
diversas disposiciones de la Ley de Protección 
de Adultos Mayores para el Estado de 
Campeche. 
 
Promoventes: Diputados locales. 
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Un apartado de ANTECEDENTES, en el que se hará referencia de forma expositiva 
al trámite del proceso legislativo en Comisiones. 
 
Un apartado de SENTIDO DEL DICTAMEN, en el que se apreciará la decisión 
última de este Órgano Parlamentario, ya sea por unanimidad o por mayoría 
determinando si es procedente o no la iniciativa o las iniciativas examinadas y de 
ser el caso, la propuesta que corresponda. 
 
Un apartado de CONSIDERACIONES, en el que se podrán advertir los motivos y 
fundamentos jurídicos que sostienen el sentido de este Dictamen, que a su vez, 
generan convicción en los integrantes de este Órgano Colegiado sobre la 
procedencia de las iniciativas, ya sea en sus términos o con modificaciones. 
 
Un apartado de DECRETO, en el que atendiendo a lo previsto por el artículo 79 de 
la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, se hará la propuesta de redacción 
de Decreto que, en su caso, reforme, derogue o adicione disposiciones a la ley 
secundaria de que se trata. 
 

ANTECEDENTES 
 

1.- Con fecha 25 de abril de 2023, la diputada Genoveva Morales Fuentes del grupo 
parlamentario del Partido Morena presentó ante el Congreso Local la iniciativa para 
adicionar las fracciones VII, VIII y IX al artículo 4 de la Ley de Protección de Adultos 
Mayores para el Estado de Campeche. 
 
2.- Que a dicha promoción se le dio lectura en sesión de la Diputación Permanente 
de fecha 26 de abril del año en curso, turnándose para su estudio y dictamen. 
 
3.- Que por la conclusión del segundo periodo de receso del segundo año de 
ejercicio constitucional de la LXIV Legislatura, esta iniciativa fue turnada por la 
Diputación Permanente mediante inventario legislativo a la Mesa Directiva para dar 
continuidad a su trámite de conformidad con lo dispuesto en la legislación de la 
materia.  
 
4.- Por su parte, con fecha 2 de junio de 2023, las diputadas Teresa Farías 
Gonzáles, Hipsi Marisol Estrella Guillermo y Mónica Fernández Montúfar y los 
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diputados Jesús Humberto Aguilar Díaz y Paul Alfredo Arce Ontiveros del grupo 
parlamentario del Partido Movimiento Ciudadano presentaron ante el Congreso 
Local diversa iniciativa para reformar el artículo 4 de la Ley de Protección de Adultos 
Mayores para el Estado de Campeche. Turnándose el cinco del mismo mes y año 
a la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia, para su estudio y 
dictamen. 
 
5.- El 8 de junio de 2023 la Presidencia de la Comisión de Derechos Humanos y de 
Asuntos de Familia convocó a sus integrantes para reunión de trabajo a celebrarse 
en este día con el objeto de poner en estado de resolución las iniciativas en 
mención. 
 
6.- En ese estado procesal, este Órgano Parlamentario determina el siguiente  

 
SENTIDO DEL DICTAMEN 

 
Primero. Son procedentes las iniciativas para reformar y adicionar diversas 
disposiciones a la Ley de Protección de Adultos Mayores para el Estado de 
Campeche, de conformidad con los motivos y fundamentos expresados en las 
consideraciones de este dictamen. 
 
Segundo. En su oportunidad, comuníquese a la Presidencia de la Mesa Directiva 
en turno el presente resolutivo para la continuación de su trámite legislativo en 
términos de ley. 
 

 CONSIDERACIONES 
 
Primera. Competencia de la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de 
Familia 
 
Esta Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia es competente para 
conocer, estudiar, resolver y emitir el presente dictamen de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 31, 32, 33, 34 y 42 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado. 
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Disposiciones de las que se infiere que las comisiones ordinarias elaborarán 
dictámenes, informes y opiniones, respecto de los asuntos que se les turnan, y 
ejercen las facultades de información, control y evaluación que les correspondan. 
 
Además de que las competencias de las comisiones ordinarias conciernen en lo 
general a sus respectivas denominaciones; en su caso, corresponden a las 
atribuidas a cada una de las dependencias y entidades de la administración pública 
estatal, a los órganos constitucionales autónomos, a las dependencias y entidades 
de las administraciones municipales, o a cualquier otro ente público estatal según 
el instrumento de su creación. 
 
Luego entonces, al encontrarse la Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos 
de Familia entre las comisiones ordinarias enumeradas en el artículo 34 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, es que se actualiza su competencia para 
poner en estado de resolución el asunto que nos ocupa.  
 
Segunda. Facultad de los promoventes.   
 
Sobre este aspecto, el artículo 46 de la Constitución Política del Estado de 
Campeche, permite que varios sujetos plenamente determinados cuenten con 
derecho para iniciar leyes o decretos, destacando, naturalmente, las y los diputados 
al Congreso del Estado. 
 
De forma tal que, si las iniciativas a resolver fueron presentadas por la diputada 
Genoveva Morales Fuentes integrante del grupo parlamentario del Partido Morena 
y las diputadas Teresa Farías Gonzáles, Hipsi Marisol Estrella Guillermo y Mónica 
Fernández Montúfar y los diputados Jesús Humberto Aguilar Díaz y Paul Alfredo 
Arce Ontiveros del grupo parlamentario del Partido Movimiento Ciudadano, es 
indudable que las propuestas que dieron origen a este dictamen son legítimas por 
haber sido instadas por sujetos con reconocimiento constitucional para iniciar leyes. 
 
Tercera. Acumulación 
 
El artículo 43 de la Ley Orgánica, establece de manera enfática que cuando existan 
varias iniciativas sobre un mismo asunto o cuyos temas se relacionen entre sí, 
procederá su acumulación para ser analizadas, discutidas y resueltas todas ellas de 
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manera conjunta, esto es, en un solo dictamen, con el objeto de evitar resoluciones 
contradictorias. 
 
Sobre esta premisa, es dable advertir que las dos iniciativas de modificaciones a la 
Ley de Protección de Adultos Mayores para el Estado, tienen por objeto: 
 

• La primera, incluir en el listado de principios rectores que habrán de tomarse 
en consideración para la observación y aplicación de esta legislación, a la 
dignidad humana, la no discriminación y la integración; y 
 

• La segunda, ampliar los principios rectores a efecto de que dentro de los 
mismos sean considerados el acceso a la justicia, los cuidados, el enfoque 
de derecho y calidad de vida, el enfoque de ciclo de vida y visión prospectiva, 
la equidad, la igualdad de oportunidades y la participación. 
 

Por las anteriores consideraciones de hecho y de derecho, esta Comisión de 
Derechos Humanos y de Asuntos de Familia determina la acumulación de las dos 
iniciativas antes citadas, para que sean resueltas en un solo dictamen y así, evitar 
fallos legislativos que puedan contraponerse entre sí. 
 
Cuarta. Voluntad de los promoventes. 
 
Para determinar estos aspectos es necesario distinguir con suma precisión cada 
uno de los puntos que los promoventes proponen, así como las razones en que 
sostienen su procedencia a partir del estudio de las iniciativas, en términos de lo 
siguiente: 
 

1) La iniciativa de la diputada Genoveva Morales Fuentes del grupo 
parlamentario del Partido MORENA,  propone reconocer dentro de los 
principios rectores de la ley estatal que protege a los adultos mayores: la 
dignidad humana, que implica la comprensión de la persona sujeta a no ser 
objeto de violencia, discriminación o arbitrariedades por parte de las 
instituciones y la sociedad en general; asimismo la integración social, que les 
permita la participación en todos los ámbitos sociales promoviendo la 
inclusión e intervención activa, lo que en conjunto promoverá la no 
discriminación y la garantía de los derechos humanos de las personas de la 
tercera edad. 
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2) La propuesta de las diputadas Teresa Farías Gonzáles, Hipsi Marisol Estrella 

Guillermo y Mónica Fernández Montúfar y los diputados Jesús Humberto 
Aguilar Díaz y Paul Alfredo Arce Ontiveros del grupo parlamentario del 
Partido Movimiento Ciudadano, tiene como objetivo ampliar el catálogo de 
principios considerados en la legislación local  a efecto de que dentro de los 
mismos sean considerados el acceso a la justicia, los cuidados, el enfoque 
de derecho y calidad de vida, el enfoque de ciclo de vida y visión prospectiva, 
la equidad y la igualdad de oportunidades. 

 
Quinta. Declaración de competencia del Congreso Local y decisión de la 
Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia 
 
Que la competencia del Congreso del Estado para legislar en materia de protección 
de adultos mayores se encuentra reconocida en el artículo 54 fracción IV de la 
Constitución Política del Estado, que establece entre las facultades del Congreso 
legislar en todo lo concerniente a la administración pública del Estado, así como 
expedir los códigos, leyes y decretos que sean necesarios en materias civil, penal, 
administrativa, fiscal, hacendaria y demás ramas del derecho para hacer efectivas 
las facultades otorgadas por esta Constitución a los Poderes del Estado, los 
Gobiernos de sus Municipios y los órganos constitucionales autónomos estatales, 
con estricto respeto a las disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en lo particular a las que establecen facultades legislativas 
exclusivas del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y de sus 
Cámaras de Senadores y de Diputados.  
 
Luego entonces, en ejercicio de dicha facultad la LVIII Legislatura del Congreso del 
Estado el día 10 de junio de 2005 aprobó el Decreto número 150 por el que se 
expidió la Ley de Protección de Adultos Mayores para el Estado de Campeche, que 
fue publicado en el Periódico Oficial del Estado el 28 de junio de 2005, legislación 
que es de orden público e interés social, cuyas disposiciones son de observancia 
obligatoria en el territorio del Estado, y que tiene como finalidad el establecer 
medidas para proteger a los adultos mayores a efecto de contribuir a su correcta 
integración social, y superar las condiciones que les impidan su desarrollo integral, 
para mejorar su nivel de vida y facilitar el disfrute de bienes y servicios a que tienen 
derecho. 
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Cabe destacar que nuestra legislación local en materia de protección de adultos 
mayores reconoce en su texto normativo los principios rectores de autonomía y 
realización, participación, calidad de trato, corresponsabilidad, atención preferente 
e igualdad sustantiva. Preceptos que también se encuentran plasmados en el 
artículo 4° de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores de aplicación 
federal. Resultando todos ellos en máximas que habrán de regir los criterios 
orientadores en materia de protección de este sector vulnerable de la sociedad.    
 
De ahí que una vez delimitada la competencia para legislar en la materia que nos 
ocupa, y atendiendo a las consideraciones hechas valer en las líneas que 
anteceden, es que quienes dictaminan se pronuncian a favor de integrar al marco 
normativo local encargado de establecer las medidas de protección a los adultos 
mayores, los principios relativos a la dignidad humana, la no discriminación,  el 
acceso a la justicia, los cuidados, el enfoque de derecho y calidad de vida, el 
enfoque de ciclo de vida y visión prospectiva, la equidad, la igualdad de 
oportunidades y la participación. 
 
PRINCIPIOS RECTORES. 
 
El desarrollo humano es un proceso de cambios por el que transitamos todas las 
personas durante nuestra vida, a este conjunto de etapas o periodos se les 
denomina ciclo de vida y aunque no existen en realidad criterios absolutos que nos 
indiquen cuándo inicia o termina cada etapa de nuestra vida, sí podemos utilizar 
ciertas señales, a veces biológicas y a veces psicosociales, que nos permiten ir 
reconociendo los cambios trascendentales que se dan a lo largo de la vida. No 
obstante que todas las etapas de vida del ser humano son importantes, como la 
conocida “adultez tardía” o comúnmente llamada “tercera edad” en la que se 
considera a las personas de los 65 años en adelante;  periodo de la vida en que la 
salud y el vigor físico van disminuyendo lenta pero sostenidamente; las capacidades 
intelectuales se pueden mantener en un buen nivel de eficiencia, la preocupación 
gira alrededor de la valoración de la vida transcurrida, con la consecuente pérdida 
paulatina de la autonomía y el surgimiento de la necesidad de dependencia hacia 
los familiares y amigos cercanos. 
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Según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), entre 2010 
y 2030, en América Latina y el Caribe, la cantidad de personas adultas mayores se 
duplicará de 58,57 millones a 119,67 millones, y en 2050 la región contará con 
195,87 millones de personas adultas mayores. Ese incremento significa que, en 
2050, el porcentaje de personas mayores llegará a alrededor del 25% en toda la 
región.  De acuerdo con cifras del INEGI, viven en México 10.8 millones de adultos 
mayores y según las proyecciones del Consejo Nacional de Población, en el año 
2050, el 30% de la población mexicana será adulta mayor. Resultando importante 
considerar que el envejecimiento de la población en nuestro país aumenta dentro 
de un contexto caracterizado por crisis económica, desigualdad social, una 
creciente participación en el mercado informal de trabajo y una baja cobertura de 
los sistemas de protección social. 
 
Atendiendo a tales circunstancias, en el año 2015 los Estados miembros de la 
Organización de Estados Americanos aprobaron la Convención Interamericana 
sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores con el fin 
de promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de la persona mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión, 
integración y participación en la sociedad.  Asimismo, entre otros derechos, 
establece el derecho al cuidado de las personas mayores, la necesidad de 
incorporar y dar prioridad al tema del envejecimiento en las políticas públicas, la 
importancia de facilitar la formulación y el cumplimiento de leyes y programas de 
prevención de abuso, abandono, negligencia, maltrato y violencia contra la persona 
mayor, y la necesidad de contar con mecanismos nacionales que protejan sus 
derechos humanos y libertades fundamentales. Además, en su artículo 3 establece 
una serie de principios generales que habrán de aplicarse a dicha Convención entre 
los que destacan:  
 

a) La promoción y defensa de los derechos humanos y libertades fundamentales de 
la persona mayor.  
b) La valorización de la persona mayor, su papel en la sociedad y contribución al 
desarrollo. 
c) La dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor.  
d) La igualdad y no discriminación.  
e) La participación, integración e inclusión plena y efectiva en la sociedad.  
f) El bienestar y cuidado.  
g) La seguridad física, económica y social.  
h) La autorrealización.  

https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/44369/1/S1800629_es.pdf
http://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multilaterales_interamericanos_A-70_derechos_humanos_personas_mayores.asp
http://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multilaterales_interamericanos_A-70_derechos_humanos_personas_mayores.asp
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i) La equidad e igualdad de género y enfoque de curso de vida. 
j) La solidaridad y fortalecimiento de la protección familiar y comunitaria.  
k) El buen trato y la atención preferencial.  
l) El enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de la persona mayor. 
m) El respeto y valorización de la diversidad cultural.  
n) La protección judicial efectiva.  
o) La responsabilidad del Estado y participación de la familia y de la comunidad en 
la integración activa, plena y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, 
así como en su cuidado y atención, de acuerdo con su legislación interna. 

 
Por su parte, en México la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 2002, en su artículo 
4o. establece que son principios rectores en la observación y aplicación de esta Ley: 
 

I. Autonomía y autorrealización; 

II. Participación; 

III. Equidad; 

IV. Corresponsabilidad; 

V. Atención preferente; e 

VI. Igualdad Sustantiva.  
 
Principios que en su oportunidad fueron plasmados en el artículo 4 de la Ley de 
Protección de Adultos Mayores para el Estado de Campeche, por lo que se 
consideran viables las promociones que por esta vía se estudian. 
 
Sexta. Análisis de la redacción normativa  
 
Esta Comisión de Derechos Humanos y de Asuntos de Familia se pronuncia a favor 
de reformar la Ley de Protección de Adultos Mayores para el Estado de Campeche, 
como a continuación se señala: 
 
Se reforma el artículo 4 de la Ley de Protección de Adultos Mayores para el Estado,  
con el propósito de ampliar los principios rectores de la ley en cita, a efecto de que 
dentro de los mismos sean considerados el acceso a la justicia, la dignidad humana, 
los cuidados, el enfoque de derecho y calidad de vida, el enfoque de ciclo de vida y 
visión prospectiva, la no discriminación, la equidad y la participación, lo anterior 
atendiendo a la progresividad de los derechos humanos y en aras de su 
armonización legislativa, de conformidad con los principios reconocidos en la Ley 
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Federal en la materia y en los criterios adoptados por la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos en materia de principios rectores que habrán de considerarse 
para la observación y aplicación de la legislación nacional en materia de protección 
de derechos de las personas adultas mayores. 
 
Séptima. Impacto Presupuestal 
 
Que por cuanto a las disposiciones del artículo 23 de la Ley de Disciplina Financiera 
y Responsabilidad Hacendaria del Estado de Campeche y sus Municipios, así como 
por lo previsto en el artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios, los objetivos y alcances de la reforma que se propone, 
no generarán impacto presupuestal alguno, puesto que se tratan de disposiciones 
que no producen obligaciones económicas adicionales para el Estado, condición 
jurídica que hace viable su aprobación.  
 
Bajo este orden de consideraciones se propone el siguiente proyecto de  
 

DECRETO 

La LXIV Legislatura del Congreso del Estado de Campeche decreta: 
 

Número________ 
 

ÚNICO. - Se reforma el artículo 4 de la Ley de Protección de Adultos Mayores para 
el Estado de Campeche, para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 4.- De manera enunciativa y no limitativa, son principios rectores en la 
observación y aplicación de esta Ley: 
 

I. Acceso a la justicia: Las personas adultas mayores tienen derecho a ser 
oídas, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un 
Juez o Tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ellas, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Se 
garantizará la debida diligencia y el tratamiento preferencial a las 
personas adultas mayores para la tramitación, resolución y ejecución de 
las decisiones en procesos administrativos y judiciales. La actuación 
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judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que se 
encuentre en riesgo la salud o la vida de la persona mayor; 

II. Autonomía y autorrealización: Todas las acciones que se realicen en 
beneficio de las personas adultas mayores orientadas a fortalecer su 
independencia, su capacidad de decisión y su desarrollo personal y 
comunitario. Las personas adultas mayores tienen derecho a aprovechar 
las oportunidades para desarrollar plenamente su potencial, mediante el 
acceso a los recursos educativos, culturales, espirituales, recreativos y a 
la participación política; 

III. Atención preferente: Es aquella que obliga a las instituciones estatales y 
municipales, así como a los sectores social y privado a implementar 
programas acordes a las diferentes etapas, características y 
circunstancias de las personas adultas mayores; 

IV. Calidad de trato: Es el trato justo y proporcional en las condiciones de 
acceso y disfrute de los satisfactores necesarios para el bienestar de las 
personas adultas mayores, sin distinción; 

V. Corresponsabilidad: La concurrencia y responsabilidad compartida de los 
sectores público y social, en especial de las comunidades y familias, para 
la consecución del objeto de esta Ley; 

VI. Cuidados: Las personas adultas mayores tienen derecho a beneficiarse 
de los cuidados de su familia, a tener acceso a servicios sanitarios y a 
disfrutar de los derechos humanos y libertades fundamentales cuando 
residan en hogares y en instituciones donde se les brinden cuidados y 
tratamiento; 

VII. Dignidad humana: Es un valor, principio y derecho fundamental base y 
condición de todos los demás. Implica la comprensión de la persona como 
titular y sujeto de derechos y a no ser objeto de violencia, discriminación 
o arbitrariedades por parte de las instituciones del Estado o de los 
particulares. Las personas adultas mayores tienen derecho a vivir con 
seguridad, ser libres de cualquier forma de explotación, maltrato físico o 
mental y recibir un trato digno; 

VIII. Enfoque de derechos y calidad de vida: Toda acción a favor de las 
personas adultas mayores representa un cambio estructural en el diseño 
de la política pública de vejez, con una visión integral de las condiciones 
que propicien su desarrollo humano; 
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IX. Enfoque de ciclo de vida y visión prospectiva: El envejecimiento es un 
proceso involutivo que ocurre durante toda la vida y que requiere valorar 
los efectos de las acciones que se realizaron en etapas anteriores de la 
vida y elaborar alternativas que consideren escenarios futuros para la 
población; 

X. Equidad: Es el trato justo y proporcional en las condiciones de acceso y 
disfrute de los satisfactores necesarios para el bienestar de las personas 
adultas mayores, sin distinción por sexo, situación económica, identidad 
étnica, fenotipo, credo, religión o cualquier otra circunstancia; 

XI. Igualdad sustantiva: Es el acceso al mismo trato y oportunidades para el 
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales; 

XII. Igualdad de oportunidades: Las personas adultas mayores sin importar 
su lugar de origen, género, edad, discapacidad, condición social o de 
salud, religión, preferencias, estado civil, tienen derecho a toda 
oportunidad de formación y realización, así como a la alimentación, el 
agua, la vivienda, vestido, atención sanitaria, oportunidad de un trabajo 
remunerado, educación y capacitación, a vivir en un entorno seguro y 
adaptado a sus necesidades, que privilegie su integridad física, su salud 
y su vida; 

XIII. No discriminación: Hace referencia al acceso y ejercicio pleno de los 
derechos y garantías a los que esta Ley y los demás ordenamientos 
jurídicos existentes se refieren, mismos que deben darse sin distinción, 
exclusión, restricción o preferencia alguna que tenga por objeto impedir, 
entorpecer o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos o la 
igualdad real de oportunidades de las personas adultas mayores. Por lo 
que corresponde a las autoridades garantizar los mecanismos a través de 
los cuales se ejercerán plenamente los derechos y la igualdad real de 
oportunidades de las personas adultas mayores; 

XIV. Participación: La inserción de las personas adultas mayores en todos los 
órdenes de la vida pública, así como en los ámbitos de su interés, desde 
donde se promoverá su consulta, inclusión, participación e intervención 
activa. Las personas adultas mayores tienen derecho a la participación 
activa en la aplicación de las políticas que incidan directamente en su 
bienestar, a compartir sus conocimientos y habilidades con las 
generaciones más jóvenes y a formar movimientos o asociaciones.        
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TRANSITORIOS 

 
PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Periódico Oficial del Estado. 
 
SEGUNDO. Se derogan las disposiciones legales y reglamentarias en lo que se 
opongan al contenido del presente decreto.  
 
 
ASÍ LO RESUELVE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y DE ASUNTOS 
DE FAMILIA, EN EL PALACIO LEGISLATIVO DE LA CIUDAD DE SAN 
FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE, A LOS NUEVE DÍAS DEL MES DE 
JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 
 

Dip. Jorge Pérez Falconi. 
Presidente 

 

Dip. Landy María Velásquez May. 
Secretaria 

Dip. Laura Baqueiro Ramos. 
Primera Secretaria 

 
 
 
 

Dip. Teresa Farías González. 
Segunda Secretaria 

 

Dip. José Héctor Hernán Malavé Gamboa. 
Tercer Secretario 

 
 
 
 
 
 
 
Nota: Esta hoja pertenece al dictamen del expediente legislativo No. INI/301/LXIV/04/23 y su acumulado 
INI/340/LXIV/06/23, relativo a dos Iniciativas, la primera para adicionar las fracciones VII, VIII y IX al artículo 4 
de la Ley de Protección de Adultos Mayores para el Estado de Campeche, promovida por la Dip. Genoveva 
Morales Fuentes del grupo parlamentario del Partido Morena y la segunda, para reformar el artículo 4 de la Ley 
de Protección de Adultos Mayores para el Estado de Campeche, promovida por diputadas y diputados del grupo 
parlamentario del grupo parlamentario del Partido Movimiento Ciudadano. 


	Dip. Jorge Pérez Falconi.

